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CUADRO COMPARATIVO ENTRE EL REAL DECRETO-LEY 28/2020 Y LA LEY 10/2021, DE TRABAJO A DISTANCIA

Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo a distancia Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a distancia

Artículo 1. Ámbito de aplicación. Sin modificaciones.

Artículo 2. Definiciones. Sin modificaciones.

Artículo 3. Limitaciones en el trabajo a distancia. Sin modificaciones.

Artículo 4. Igualdad de trato y de oportunidades y no discriminación.
1.	 Las personas que desarrollan trabajo a distancia tendrán los mismos de-

rechos que hubieran ostentado si prestasen servicios en el centro de tra-
bajo de la empresa, salvo aquellos que sean inherentes a la realización de 
la prestación laboral en el mismo de manera presencial, y no podrán su-
frir perjuicio en ninguna de sus condiciones laborales, incluyendo retribu-
ción, estabilidad en el empleo, tiempo de trabajo, formación y promoción 
profesional. Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, las perso-
nas que desarrollan total o parcialmente trabajo a distancia tendrán dere-
cho a percibir, como mínimo, la retribución total establecida conforme a 
su grupo profesional, nivel, puesto y funciones, así como los complemen-
tos establecidos para las personas trabajadoras que solo prestan servicios 
de forma presencial, particularmente aquellos vinculados a las condicio-
nes personales, los resultados de la empresa o las características del puesto 
de trabajo.

2.	 Las personas que desarrollan trabajo a distancia no podrán sufrir perjuicio 
alguno ni modificación en las condiciones pactadas, en particular en ma-
teria de tiempo de trabajo o de retribución, por las dificultades, técnicas 
u otras no imputables a la persona trabajadora, que eventualmente pudie-
ran producirse, sobre todo en caso de teletrabajo.

Artículo 4. Igualdad de trato y de oportunidades y no discriminación.
1.	 Las personas que desarrollan trabajo a distancia tendrán los mismos de-

rechos que hubieran ostentado si prestasen servicios en el centro de tra-
bajo de la empresa, salvo aquellos que sean inherentes a la realización de 
la prestación laboral en el mismo de manera presencial, y no podrán su-
frir perjuicio en ninguna de sus condiciones laborales, incluyendo retribu-
ción, estabilidad en el empleo, tiempo de trabajo, formación y promoción 
profesional. Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, las perso-
nas que desarrollan total o parcialmente trabajo a distancia tendrán dere-
cho a percibir, como mínimo, la retribución total establecida conforme a 
su grupo profesional, nivel, puesto y funciones, así como los complemen-
tos establecidos para las personas trabajadoras que solo prestan servicios 
de forma presencial, particularmente aquellos vinculados a las condicio-
nes personales, los resultados de la empresa o las características del puesto 
de trabajo.

2.	 Las personas que desarrollan trabajo a distancia no podrán sufrir perjuicio 
alguno ni modificación en las condiciones pactadas, en particular en ma-
teria de tiempo de trabajo o de retribución, por las dificultades, técnicas 
u otras no imputables a la persona trabajadora, que eventualmente pudie-
ran producirse, sobre todo en caso de teletrabajo.
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3.	 Las empresas están obligadas a evitar cualquier discriminación, directa o 
indirecta, particularmente por razón de sexo, de las personas trabajadoras 
que prestan servicios a distancia. Igualmente, las empresas están obliga-
das a tener en cuenta a las personas teletrabajadoras o trabajadoras a dis-
tancia y sus características laborales en el diagnóstico, implementación, 
aplicación, seguimiento y evaluación de medidas y planes de igualdad.

4.	 De conformidad con lo previsto en la normativa aplicable, las empresas 
deberán tener en cuenta las particularidades del trabajo a distancia, es-
pecialmente del teletrabajo, en la configuración y aplicación de medidas 
contra el acoso sexual, acoso por razón de sexo, acoso por causa discrimi-
natoria y acoso laboral. 
En la elaboración de medidas para la protección de las víctimas de violen-
cia de género, deberán tenerse especialmente en cuenta, dentro de la capa-
cidad de actuación empresarial en este ámbito, las posibles consecuencias 
y particularidades de esta forma de prestación de servicios en aras a la pro-
tección y garantía de derechos sociolaborales de estas personas.

5.	 Las personas que realizan trabajo a distancia tienen los mismos derechos 
que las personas trabajadoras presenciales en materia de conciliación y co-
rresponsabilidad, incluyendo el derecho de adaptación a la jornada esta-
blecido en el artículo 34.8 del Estatuto de los Trabajadores, a fin de que 
no interfiera el trabajo con la vida personal y familiar.

3.	 Las empresas están obligadas a evitar cualquier discriminación, directa 
o indirecta, particularmente por razón de sexo, edad, antigüedad o 
grupo profesional o discapacidad, de las personas trabajadoras que pres-
tan servicios a distancia. Igualmente, las empresas están obligadas a te-
ner en cuenta a las personas teletrabajadoras o trabajadoras a distancia 
y sus características laborales en el diagnóstico, implementación, apli-
cación, seguimiento y evaluación de medidas y planes de igualdad.

4.	 De conformidad con lo previsto en la normativa aplicable, las empresas 
deberán tener en cuenta las particularidades del trabajo a distancia, es-
pecialmente del teletrabajo, en la configuración y aplicación de medidas 
contra el acoso sexual, acoso por razón de sexo, acoso por causa discrimi-
natoria y acoso laboral. En la elaboración de medidas  para la protección 
de las víctimas de violencia de género, deberán tenerse especialmente en 
cuenta, dentro de la capacidad de actuación empresarial en este ámbito, 
las posibles consecuencias y particularidades de esta forma de prestación 
de servicios en aras a la protección y garantía de derechos sociolaborales 
de estas personas.

5.	 Las personas que realizan trabajo a distancia tienen los mismos derechos 
que las personas trabajadoras presenciales en materia de conciliación y co-
rresponsabilidad, incluyendo el derecho de adaptación a la jornada esta-
blecido en el artículo 34.8 del Estatuto de los Trabajadores, a fin de que 
no interfiera el trabajo con la vida personal y familiar.

Artículo 5. Voluntariedad del trabajo a distancia y acuerdo de trabajo a 
distancia.

Sin modificaciones.

Artículo 6. Obligaciones formales del acuerdo de trabajo a distancia. Sin modificaciones.
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Artículo 7. Contenido del acuerdo de trabajo a distancia. Sin modificaciones.

Artículo 8. Modificación del acuerdo de trabajo a distancia y 
ordenación de prioridades.

Sin modificaciones.

Artículo 9. Derecho a la formación. Sin modificaciones.

Artículo 10. Derecho a la promoción profesional. Sin modificaciones.

Artículo 11. Derecho a la dotación suficiente y mantenimiento de 
medios, equipos y herramientas.
1.	 Las personas que trabajan a distancia tendrán derecho a la dotación y 

mantenimiento adecuado por parte de la empresa de todos los medios, 
equipos y herramientas necesarios para el desarrollo de la actividad, de 
conformidad con el inventario incorporado en el acuerdo referido en el 
artículo 7 y con los términos establecidos, en su caso, en el convenio o 
acuerdo colectivo de aplicación. 2. Asimismo, se garantizará la atención 
precisa en el caso de dificultades técnicas, especialmente en el caso de 
teletrabajo.

Artículo 11. Derecho a la dotación suficiente y mantenimiento de 
medios, equipos y herramientas.
1.	 Las personas que trabajan a distancia tendrán derecho a la dotación y 

mantenimiento adecuado por parte de la empresa de todos los medios, 
equipos y herramientas necesarios para el desarrollo de la actividad, de 
conformidad con el inventario incorporado en el acuerdo referido en el 
artículo 7 y con los términos establecidos, en su caso, en el convenio o 
acuerdo colectivo de aplicación. En el caso de personas con discapaci-
dad trabajadoras, la empresa asegurará que esos medios, equipos y herra-
mientas, incluidos los digitales, sean universalmente accesibles, para evitar 
cualquier exclusión por esta causa.

2.	 Asimismo, se garantizará la atención precisa en el caso de dificultades téc-
nicas, especialmente en el caso de teletrabajo.

Artículo 12. El derecho al abono y compensación de gastos. Sin modificaciones.

Artículo 13. Derecho al horario flexible en los términos del acuerdo. Sin modificaciones.

Artículo 14. Derecho al registro horario adecuado. Sin modificaciones.
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Artículo 15. Aplicación de la normativa preventiva en el trabajo a 
distancia.

Sin modificaciones.

Artículo 16. Evaluación de riesgos y planificación de la actividad 
preventiva.
1.	 La evaluación de riesgos y la planificación de la actividad preventiva del 

trabajo a distancia deberán tener en cuenta los riesgos característicos de 
esta modalidad de trabajo, poniendo especial atención en los factores psi-
cosociales, ergonómicos y organizativos. En particular, deberá tenerse en 
cuenta la distribución de la jornada, los tiempos de disponibilidad y la ga-
rantía de los descansos y desconexiones durante la jornada. La evaluación 
de riesgos únicamente debe alcanzar a la zona habilitada para la prestación 
de servicios, no extendiéndose al resto de zonas de la vivienda o del lugar 
elegido para el desarrollo del trabajo a distancia.

2.	 La empresa deberá obtener toda la información acerca de los riesgos a los 
que está expuesta la persona que trabaja a distancia mediante una meto-
dología que ofrezca confianza respecto de sus resultados, y prever las me-
didas de protección que resulten más adecuadas en cada caso. Cuando la 
obtención de dicha información exigiera la visita por parte de quien tu-
viera competencias en materia preventiva al lugar en el que, conforme a lo 
recogido en el acuerdo al que se refiere el artículo 7, se desarrolla el trabajo 
a distancia, deberá emitirse informe escrito que justifique dicho extremo 
que se entregará a la persona trabajadora y a las delegadas y delegados de 
prevención. La referida visita requerirá, en cualquier caso, el permiso de la 
persona trabajadora, de tratarse de su domicilio o del de una tercera per-
sona física. De no concederse dicho permiso, el desarrollo de la actividad

Artículo 16. Evaluación de riesgos y planificación de la actividad 
preventiva.
1.	 La evaluación de riesgos y la planificación de la actividad preventiva del 

trabajo a distancia deberán tener en cuenta los riesgos característicos de 
esta modalidad de trabajo, poniendo especial atención en los factores psi-
cosociales, ergonómicos y organizativos y de accesibilidad del entorno la-
boral efectivo. En particular, deberá tenerse en cuenta la distribución de la 
jornada, los tiempos de disponibilidad y la garantía de los descansos y des-
conexiones durante la jornada. La evaluación de riesgos únicamente debe 
alcanzar a la zona habilitada para la prestación de servicios, no extendién-
dose al resto de zonas de la vivienda o del lugar elegido para el desarrollo 
del trabajo a distancia.

2.	 La empresa deberá obtener toda la información acerca de los riesgos a los 
que está expuesta la persona que trabaja a distancia mediante una meto-
dología que ofrezca confianza respecto de sus resultados, y prever las me-
didas de protección que resulten más adecuadas en cada caso. Cuando la 
obtención de dicha información exigiera la visita por parte de quien tu-
viera competencias en materia preventiva al lugar en el que, conforme a lo 
recogido en el acuerdo al que se refiere el artículo 7, se desarrolla el trabajo 
a distancia, deberá emitirse informe escrito que justifique dicho extremo 
que se entregará a la persona trabajadora y a las delegadas y delegados de 
prevención. La referida visita requerirá, en cualquier caso, el permiso de la 
persona trabajadora, de tratarse de su domicilio o del de una tercera per-
sona física. De no concederse dicho permiso, el desarrollo de la actividad
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preventiva por parte de la empresa podrá efectuarse en base a la determi-
nación de los riesgos que se derive de la información recabada de la per-
sona trabajadora según las instrucciones del servicio de prevención.

preventiva por parte de la empresa podrá efectuarse en base a la determi-
nación de los riesgos que se derive de la información recabada de la per-
sona trabajadora según las instrucciones del servicio de prevención.

Artículo 17. Derecho a la intimidad y a la protección de datos. Sin modificaciones.

Artículo 18. Derecho a la desconexión digital. Sin modificaciones.

Artículo 19. Derechos colectivos de las personas que trabajan a distancia. Sin modificaciones.

Artículo 20. Protección de datos y seguridad de la información. Sin modificaciones.

Artículo 21. Condiciones e instrucciones de uso y conservación de 
equipos o útiles informáticos.

Sin modificaciones.

Artículo 22. Facultades de control empresarial.
La empresa podrá adoptar las medidas que estime más oportunas de vigilan-
cia y control para verificar el cumplimiento por la persona trabajadora de sus 
obligaciones y deberes laborales, incluida la utilización de medios telemáti-
cos, guardando en su adopción y aplicación la consideración debida a su dig-
nidad y teniendo en cuenta, en su caso, la capacidad real de los trabajadores 
con discapacidad.

Artículo 22. Facultades de control empresarial.
La empresa podrá adoptar las medidas que estime más oportunas de vigilan-
cia y control para verificar el cumplimiento por la persona trabajadora de sus 
obligaciones y deberes laborales, incluida la utilización de medios telemáti-
cos, guardando en su adopción y aplicación la consideración debida a su dig-
nidad y teniendo en cuenta, en su caso, sus circunstancias personales, como 
la concurrencia de una discapacidad.

DISPOSICIONES ADICIONALES:

Disposición adicional primera. El trabajo a distancia en la negociación 
colectiva.

Sin modificaciones.
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Disposición adicional segunda. Personal laboral al servicio de las Admi-
nistraciones Públicas.
Las previsiones contenidas en el presente real decreto-ley no serán de aplica-
ción al personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas, que se re-
girá en esta materia por su normativa específica.

Sin modificaciones.

Disposición adicional tercera. Prórroga de la vigencia del artículo 6 del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraor-
dinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.
El artículo 6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en el que se re-
gula el Plan MECUIDA, permanecerá vigente hasta el 31 de enero de 2021.

Disposición adicional tercera. Domicilio a efectos de considerar la 
Autoridad Laboral competente y los servicios y programas públicos de 
fomento de empleo aplicables.
En el trabajo a distancia, se considerará como domicilio de referencia a 
efectos de considerar la Autoridad Laboral competente y los servicios y 
programas públicos de fomento del empleo aplicables, aquel que figure 
como tal en el contrato de trabajo y, en su defecto, el domicilio de la 
empresa o del centro o lugar físico de trabajo.

Disposición adicional cuarta. Consideración como contingencia profe-
sional derivada de accidente de trabajo a las enfermedades padecidas por 
el personal que presta servicio en centros sanitarios o socio-sanitarios 
como consecuencia del contagio del virus SARS-CoV2 durante el estado 
de alarma.

Sin modificaciones.

Disposición adicional quinta. Convenios de colaboración entre las enti-
dades gestoras de la Seguridad Social, las comunidades autónomas y el 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria para el control y seguimiento de 
la incapacidad temporal.

Sin modificaciones.

Disposición adicional sexta. Régimen fiscal aplicable a la final de la 
«UEFA Women’s Champions League 2020».

Sin modificaciones.
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Disposición adicional séptima. Tipo impositivo aplicable del Impuesto 
sobre el Valor Añadido a las entregas, importaciones y adquisiciones 
intracomunitarias de bienes necesarios para combatir los efectos del 
COVID-19.

Sin modificaciones.

Disposición adicional octava. Profesorado de formación profesional.
Se habilita a las administraciones educativas para que, en tanto no se 
complete el desarrollo reglamentario previsto en el artículo 95, apartados 
2, 3 y 4, de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, puedan 
realizar selección de funcionarios de carrera de las convocatorias en curso 
derivadas de las ofertas de empleo público anteriores a la entrada en vigor de 
la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, en el Cuerpo de Profesores 
Técnicos de Formación Profesional, así como nombramientos de personal 
interino en ese Cuerpo, con los requisitos que existían para el mismo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Disposición transitoria primera. Situaciones de trabajo a distancia exis-
tentes a la entrada en vigor del real decreto-ley.

Sin modificaciones.

Disposición transitoria segunda. Personal laboral al servicio de las Ad-
ministraciones Públicas. Hasta que se apruebe la normativa prevista en la 
disposición adicional segunda, se mantendrá en vigor para el personal laboral 
al servicio de las Administraciones Públicas lo previsto por el artículo 13 del 
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores en la redacción vi-
gente antes de la entrada en vigor del presente real decreto-ley.

Disposición transitoria segunda. Irretroactividad. Las infracciones en el 
orden social cometidas con anterioridad a la entrada en vigor del apartado 
dos de la disposición final primera de la presente Ley se sancionarán con-
forme a las cuantías sancionatorias previstas con anterioridad a dicha fecha.
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Disposición transitoria tercera. Trabajo a distancia como medida de con-
tención sanitaria derivada de la COVID-19.

Sin modificaciones.

Disposición  transitoria cuarta. Procedimientos para el reconocimiento 
del ingreso mínimo vital iniciados antes de la entrada en vigor del pre-
sente real decreto-ley en los que no se haya dictado resolución expresa.

Sin modificaciones.

DISPOSICIONES FINALES

Disposición final primera. Modificación del texto refundido de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.
Se modifica el apartado 1 del artículo 7 del texto refundido de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, con la siguiente redacción:
«1. No formalizar por escrito el contrato de trabajo, cuando este requisito sea 
exigible o lo haya solicitado la persona trabajadora, o no formalizar el acuerdo 
de trabajo a distancia en los términos y con los requisitos legal y convencio-
nalmente previstos.»

Disposición final primera. Modificación del texto refundido de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto.
Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 7 del texto refundido de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real De-
creto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, con la siguiente redacción:
«1. No formalizar por escrito el contrato de trabajo, cuando este requisito sea 
exigible o lo haya solicitado la persona trabajadora, o no formalizar el acuerdo 
de trabajo a distancia en los términos y con los requisitos legal y convencio-
nalmente previstos.»
Dos. Se modifica el artículo 40 del texto refundido de la Ley sobre Infraccio-
nes y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 
5/2000, de 4 de agosto, que queda redactado de la siguiente manera:
«Artículo 40. Cuantía de las sanciones.
1. Las infracciones en materia de relaciones laborales y empleo, en mate-
ria de Seguridad Social, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 si-
guiente, en materia de movimientos migratorios y trabajo de extranjeros, 
en materia de empresas de trabajo temporal y empresas usuarias, excepto las
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que se refieran a materias de prevención de riesgos laborales, que quedarán 
encuadradas en el apartado 2 de este artículo, así como las infracciones por 
obstrucción se sancionarán: a) Las leves, en su grado mínimo, con multas 
de 70 a 150 euros; en su grado medio, de 151 a 370 euros; y en su grado 
máximo, de 371 a 750 euros.
b) Las graves con multa, en su grado mínimo, de 751 a 1.500 euros, en su 
grado medio de 1.501 a 3.750 euros; y en su grado máximo de 3.751 a 7.500 
euros.
c) Las muy graves con multa, en su grado mínimo, de 7.501 a 30.000 eu-
ros; en su grado medio de 30.001 a 120.005 euros; y en su grado máximo de 
120.006 euros a 225.018 euros.
d) Las infracciones señaladas en los artículos 22.3, 23.1.b) y 23.1.k) se 
sancionarán:
1.º La infracción grave del artículo 22.3 se sancionará con la multa siguiente: 
en su grado mínimo, con multa del 50 al 65 por ciento del importe de las 
cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta no 
ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; en su grado medio, con 
multa del 65,01 al 80 por ciento; y en su grado máximo, con multa del 80,01 
al 100 por ciento.
2.º La infracción muy grave del artículo 23.1.b) se sancionará con la multa 
siguiente: en su grado mínimo, con multa del 100,01 al 115 por ciento del 
importe de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de recaudación 
conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; en su grado 
medio, con multa del 115,01 al 130 por ciento; y en su grado máximo, con 
multa del 130,01 al 150 por ciento.
3.º La infracción muy grave del artículo 23.1.k) se sancionará con la multa 
siguiente: en su grado mínimo, con multa del 100,01 al 115 por ciento del
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importe de las cuotas de Seguridad Social no ingresadas y descontadas a los 
trabajadores o del exceso del descuento previsto legalmente, incluyendo re-
cargos, intereses y costas; en su grado medio, con multa del 115,01 al 130 
por ciento; y en su grado máximo, con multa del 130,01 al 150 por ciento. 
e) Las infracciones señaladas en los artículos 22.2, 22.7 a), 22.16 y 23.1.a) 
se sancionarán: 1.º La infracción grave de los artículos 22.2, 22.7 a) y 22.16 
se sancionará con la multa siguiente: en su grado mínimo, de 3.750 a 7.500 
euros; en su grado medio, de 7.501 a 9.600 euros y, en su grado máximo, de 
9.601 a 12.000 euros.
2.º La infracción muy grave del artículo 23.1.a) se sancionará con la multa si-
guiente: en su grado mínimo, de 12.001 a 30.000 euros; en su grado medio, 
de 30.001 a 120.005 euros y, en su grado máximo, de 120.006 a 225.018 eu-
ros. No obstante, cuando con ocasión de una misma actuación de inspección 
se detecten varias infracciones de las contempladas en este apartado, la san-
ción que en su caso se proponga para cada una de ellas, graduada conforme a 
los criterios contenidos en el artículo 39.2 que procedan, se incrementará en: 
Un 20 por ciento en cada infracción cuando se trate de dos trabajadores, be-
neficiarios o solicitantes. Un 30 por ciento en cada infracción cuando se trate 
de tres trabajadores, beneficiarios o solicitantes. Un 40 por ciento en cada in-
fracción cuando se trate de cuatro trabajadores, beneficiarios o solicitantes. 
Un 50 por ciento en cada infracción cuando se trate de cinco o más trabaja-
dores, beneficiarios o solicitantes. En ningún caso, la cuantía correspondiente 
a la infracción prevista en el artículo 22.2 podrá exceder de 12.000 euros, ni 
la prevista en el artículo 23.1.a) podrá exceder de 225.018 euros para cada 
una de las infracciones.
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que se refieran a materias de prevención de riesgos laborales, que quedarán 
encuadradas en el apartado 2 de este artículo, así como las infracciones por 
obstrucción se sancionarán: a) Las leves, en su grado mínimo, con multas 
de 70 a 150 euros; en su grado medio, de 151 a 370 euros; y en su grado 
máximo, de 371 a 750 euros.
b) Las graves con multa, en su grado mínimo, de 751 a 1.500 euros, en su 
grado medio de 1.501 a 3.750 euros; y en su grado máximo de 3.751 a 7.500 
euros.
c) Las muy graves con multa, en su grado mínimo, de 7.501 a 30.000 eu-
ros; en su grado medio de 30.001 a 120.005 euros; y en su grado máximo de 
120.006 euros a 225.018 euros.
d) Las infracciones señaladas en los artículos 22.3, 23.1.b) y 23.1.k) se 
sancionarán:
1.º La infracción grave del artículo 22.3 se sancionará con la multa siguiente: 
en su grado mínimo, con multa del 50 al 65 por ciento del importe de las 
cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta no 
ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; en su grado medio, con 
multa del 65,01 al 80 por ciento; y en su grado máximo, con multa del 80,01 
al 100 por ciento.
2.º La infracción muy grave del artículo 23.1.b) se sancionará con la multa 
siguiente: en su grado mínimo, con multa del 100,01 al 115 por ciento del 
importe de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de recaudación 
conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; en su grado 
medio, con multa del 115,01 al 130 por ciento; y en su grado máximo, con 
multa del 130,01 al 150 por ciento.
3.º La infracción muy grave del artículo 23.1.k) se sancionará con la multa 
siguiente: en su grado mínimo, con multa del 100,01 al 115 por ciento del
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f) Cuando la actuación inspectora de la que se derive la obstrucción fuera di-
rigida a la comprobación de la situación de alta de los trabajadores que pres-
ten servicios en una empresa y el incumplimiento de las obligaciones del 
empresario pudiera dar lugar a la comisión de las infracciones tipificadas en 
los artículos 22.2 y 23.1.a), las infracciones por obstrucción se sancionarán: 
1.º Las calificadas como graves: en su grado mínimo, con multa de 3.750 
a 7.500 euros; en su grado medio, de 7.501 a 9.600 euros y, en su grado 
máximo, de 9.601 a 12.000 euros. 2.º Las calificadas como muy graves: en su 
grado mínimo, con una multa de 12.001 a 30.000 euros; en su grado medio, 
de 30.001 a 120.005 euros y, en su grado máximo, de 120.006 a 225.018 
euros. Las sanciones impuestas por las infracciones muy graves tipificadas en 
las letras d), e) y f ) del apartado 1 del artículo 16, y en las letras a) y h) del 
apartado 1 del artículo 23, así como las sanciones por obstrucción calificadas 
como muy graves en el párrafo anterior, una vez firmes, se harán públicas en 
la forma que se prevea reglamentariamente.
2. Las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales se sancio-
narán: a) Las leves, en su grado mínimo, con multa de 45 a 485 euros; en su 
grado medio, de 486 a 975 euros; y en su grado máximo, de 976 a 2.450 eu-
ros. b) Las graves con multa, en su grado mínimo, de 2.451 a 9.830 euros; en 
su grado medio, de 9.831 a 24.585 euros; y en su grado máximo, de 24.586 
a 49.180 euros. c) Las muy graves con multa, en su grado mínimo, de 49.181 
a 196.745 euros; en su grado medio, de 196.746 a 491.865 euros; y en su 
grado máximo, de 491.866 a 983.736 euros.
Las sanciones impuestas por infracciones muy graves, una vez firmes, se ha-
rán públicas en la forma que se determine reglamentariamente. Las infraccio-
nes, por faltas graves y muy graves de las entidades especializadas que actúen
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como servicios de prevención ajenos a las empresas, de las personas o entida-
des que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las 
empresas y de las entidades acreditadas para desarrollar o certificar la forma-
ción en materia de prevención de riesgos laborales, podrán dar lugar, además 
de a las multas previstas en este artículo, a la cancelación de la acreditación 
otorgada por la autoridad laboral.
3. Las sanciones en materia de Seguridad Social cuando se deriven de actas 
de infracción y liquidación que se refieran a los mismos hechos y se practi-
quen simultáneamente, se reducirán automáticamente al 50 por ciento de su 
cuantía si el sujeto infractor manifiesta su conformidad con la liquidación 
practicada, ingresando su importe en el plazo procedente. Esta reducción au-
tomática solo podrá aplicarse en el supuesto de que la cuantía de la liquida-
ción supere la de la sanción propuesta inicialmente.
4. Las infracciones en materia de cooperativas se sancionarán: a) Las leves, 
con multa de 450 a 905 euros. b) Las graves, con multa de 906 a 4.545 eu-
ros. c) Las muy graves, con multa de 4.546 a 45.504 euros.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 36/2011, de 10 de oc-
tubre, reguladora de la jurisdicción social.

Sin modificaciones.

Disposición final tercera. Modificación del texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2015, de 23 de octubre.

Sin modificaciones.

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de no-
viembre, General Presupuestaria.

Sin modificaciones.
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Disposición final quinta. Modificación de la Ley 59/2003, de 19 de di-
ciembre, de firma electrónica.

Sin modificaciones.

Disposición final sexta. Modificación de la disposición transitoria pri-
mera de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego.

Sin modificaciones.

Disposición final séptima. Modificación de la Ley 3/2013, de 4 de ju-
nio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y de la 
Competencia.

Sin modificaciones.

Disposición final octava. Modificación de la Ley 38/2015, de 29 de sep-
tiembre, del sector ferroviario.

Sin modificaciones.

Disposición final novena. Modificación de la Ley 39/2015, de 1 de oc-
tubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administracio-
nes Públicas.

Sin modificaciones.

Disposición final décima. Modificación del Real Decreto-ley 6/2020, de 
10 de marzo, por el que se adoptan determinadas medidas urgentes en el 
ámbito económico y para la protección de la salud pública.

Sin modificaciones.

Disposición final undécima. Modificación del Real Decreto-ley 20/2020, 
de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital.
Uno. Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 7, que pasan a tener la si-
guiente redacción: «Artículo 7. Requisitos de acceso. 1. Todas las personas 
beneficiarias, estén o no integradas en una unidad de convivencia, deberán 
cumplir los siguientes requisitos:
a) Tener residencia legal y efectiva en España y haberla tenido de forma con-
tinuada e ininterrumpida durante al menos el año inmediatamente anterior

Disposición final undécima. Modificación del Real Decreto-ley 20/2020, 
de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital.
Uno. Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 7, que pasan a tener la si-
guiente redacción: «Artículo 7. Requisitos de acceso. 1. Todas las personas 
beneficiarias, estén o no integradas en una unidad de convivencia, deberán 
cumplir los siguientes requisitos:
a) Tener residencia legal y efectiva en España y haberla tenido de forma con-
tinuada e ininterrumpida durante al menos el año inmediatamente anterior
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a la fecha de presentación de la solicitud. No se exigirá este plazo respecto de: 
1.º Los menores incorporados a la unidad de convivencia por nacimiento, 
adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente. 
2.º Las personas víctimas de trata de seres humanos y de explotación sexual 
3.º Las mujeres víctimas de violencia de género. A efectos del mantenimiento 
del derecho a esta prestación, se entenderá que una persona tiene su residen-
cia habitual en España aun cuando haya tenido estancias en el extranjero, 
siempre que estas no superen los noventa días naturales a lo largo de cada año 
natural o cuando la ausencia del territorio español esté motivada por causas 
de enfermedad debidamente justificadas.
b) Encontrarse en situación de vulnerabilidad económica por carecer de ren-
tas, ingresos o patrimonio suficientes, en los términos establecidos en el ar-
tículo 8.
c) Haber solicitado las pensiones y prestaciones públicas vigentes que se deter-
minen reglamentariamente, a las que pudieran tener derecho. En todo caso, 
quedan exceptuados los salarios sociales, rentas mínimas de inserción o ayu-
das análogas de asistencia social concedidas por las comunidades autónomas.
2. Las personas beneficiarias a las que se refiere el artículo 4.1.b), que sean 
menores de 30 años en la fecha de la solicitud, deberán haber tenido residen-
cia legal y efectiva en España, y haber vivido de forma independiente, du-
rante al menos los tres años inmediatamente anteriores a la indicada fecha. 
Se entenderá que una persona ha vivido de forma independiente siempre que 
acredite que su domicilio ha sido distinto al de sus progenitores, tutores o 
acogedores durante los tres años inmediatamente anteriores a la solicitud, y 
en dicho periodo hubiere permanecido durante al menos doce meses, conti-
nuados o no, en situación de alta en cualquiera de los regímenes que integran

a la fecha de presentación de la solicitud. No se exigirá este plazo respecto de: 
1.º Los menores incorporados a la unidad de convivencia por nacimiento, 
adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento familiar permanente. 
2.º Las personas víctimas de trata de seres humanos y de explotación sexual 
3.º Las mujeres víctimas de violencia de género. A efectos del mantenimiento 
del derecho a esta prestación, se entenderá que una persona tiene su residen-
cia habitual en España aun cuando haya tenido estancias en el extranjero, 
siempre que estas no superen los noventa días naturales a lo largo de cada año 
natural o cuando la ausencia del territorio español esté motivada por causas 
de enfermedad debidamente justificadas.
b) Encontrarse en situación de vulnerabilidad económica por carecer de ren-
tas, ingresos o patrimonio suficientes, en los términos establecidos en el ar-
tículo 8.
c) Haber solicitado las pensiones y prestaciones públicas vigentes que se deter-
minen reglamentariamente, a las que pudieran tener derecho. En todo caso, 
quedan exceptuados los salarios sociales, rentas mínimas de inserción o ayu-
das análogas de asistencia social concedidas por las comunidades autónomas.
2. Las personas beneficiarias a las que se refiere el artículo 4.1.b), que sean 
menores de 30 años en la fecha de la solicitud, deberán haber tenido residen-
cia legal y efectiva en España, y haber vivido de forma independiente, du-
rante al menos los tres años inmediatamente anteriores a la indicada fecha. 
Se entenderá que una persona ha vivido de forma independiente siempre que 
acredite que su domicilio ha sido distinto al de sus progenitores, tutores o 
acogedores durante los tres años inmediatamente anteriores a la solicitud, y 
en dicho periodo hubiere permanecido durante al menos doce meses, conti-
nuados o no, en situación de alta en cualquiera de los regímenes que integran
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el sistema de la Seguridad Social, incluido el de Clases Pasivas del Estado, o 
en una mutualidad de previsión social alternativa al Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos. Este 
requisito no se exigirá a las personas que por ser víctimas de violencia de gé-
nero hayan abandonado su domicilio habitual, a las que hayan iniciado los 
trámites de separación o divorcio o a las que se encuentren en otras circuns-
tancias que puedan determinarse reglamentariamente.»
Dos. Se modifican los apartados 4, 5, 6 y 7, y se introduce un nuevo apartado 
8 en el artículo 19, con la siguiente redacción:
«4. La existencia de la unidad de convivencia se acreditará con el libro de fa-
milia, certificado del registro civil, y con los datos obrantes en los Padrones 
municipales relativos a los inscritos en la misma vivienda. A estos efectos el 
Instituto Nacional de la Seguridad Social tendrá acceso a la base de datos de 
coordinación de los Padrones municipales del Instituto Nacional de Esta-
dística para la confirmación de los requisitos exigidos. No obstante, cuando 
de la misma no pueda deducirse la coincidencia con los datos que se hayan 
hecho constar en la solicitud de la prestación se solicitará la aportación del 
correspondiente certificado de empadronamiento, histórico y colectivo del 
período requerido en cada supuesto, referidos a los domicilios donde residen 
o han residido los miembros de la unidad de convivencia, expedido por el 
Ayuntamiento en virtud de lo establecido en el artículo 83.3 del Reglamento 
de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales. Tanto los 
datos obtenidos del Instituto Nacional de Estadística como, en su caso, el 
certificado de empadronamiento citado, servirán igualmente para acreditar la 
existencia de la unidad de convivencia a que se refiere el artículo 6.2.c) o de 
que el solicitante a que se refiere el artículo 4.1.b) vive solo o compartiendo 
domicilio con una unidad de convivencia de la que no forma parte.

el sistema de la Seguridad Social, incluido el de Clases Pasivas del Estado, o 
en una mutualidad de previsión social alternativa al Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos. Este 
requisito no se exigirá a las personas que por ser víctimas de violencia de gé-
nero hayan abandonado su domicilio habitual, a las que hayan iniciado los 
trámites de separación o divorcio o a las que se encuentren en otras circuns-
tancias que puedan determinarse reglamentariamente.»
Dos. Se modifican los apartados 4, 5, 6 y 7, y se introduce un nuevo apartado 
8 en el artículo 19, con la siguiente redacción:
«4. La existencia de la unidad de convivencia se acreditará con el libro de fa-
milia, certificado del registro civil, y con los datos obrantes en los Padrones 
municipales relativos a los inscritos en la misma vivienda. A estos efectos el 
Instituto Nacional de la Seguridad Social tendrá acceso a la base de datos de 
coordinación de los Padrones municipales del Instituto Nacional de Esta-
dística para la confirmación de los requisitos exigidos. No obstante, cuando 
de la misma no pueda deducirse la coincidencia con los datos que se hayan 
hecho constar en la solicitud de la prestación se solicitará la aportación del 
correspondiente certificado de empadronamiento, histórico y colectivo del 
período requerido en cada supuesto, referidos a los domicilios donde residen 
o han residido los miembros de la unidad de convivencia, expedido por el 
Ayuntamiento en virtud de lo establecido en el artículo 83.3 del Reglamento 
de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales. Tanto los 
datos obtenidos del Instituto Nacional de Estadística como, en su caso, el 
certificado de empadronamiento citado, servirán igualmente para acreditar la 
existencia de la unidad de convivencia a que se refiere el artículo 6.2.c) o de 
que el solicitante a que se refiere el artículo 4.1.b) vive solo o compartiendo 
domicilio con una unidad de convivencia de la que no forma parte.
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A los efectos de los datos relativos al Padrón municipal de conformidad con 
lo previsto en los párrafos anteriores, no se requerirá el consentimiento de las 
personas empadronadas en el domicilio del solicitante. La existencia de pa-
reja de hecho se acreditará mediante certificación de la inscripción en alguno 
de los registros específicos existentes en las comunidades autónomas o ayun-
tamientos del lugar de residencia o documento público en el que conste la 
constitución de dicha pareja. Tanto la mencionada inscripción como la for-
malización del correspondiente documento público deberán haberse produ-
cido con una antelación mínima de dos años con respecto a la fecha de la 
solicitud de la prestación. El inicio de los trámites de separación o divorcio, 
o su existencia, se acreditará con la presentación de la demanda o con la co-
rrespondiente resolución judicial.
5. La acreditación de haber vivido de forma independiente respecto a 
los progenitores, tutores o acogedores, durante al menos tres años con-
forme lo previsto en el artículo 7.2, se efectuará mediante los da-
tos facilitados por el Instituto Nacional de Estadística o, en su caso, el 
certificado de empadronamiento histórico y colectivo en el que cons-
ten todas las personas empadronadas en el domicilio del solicitante du-
rante dicho periodo, de conformidad con lo previsto en el apartado 4. 
A los efectos de los datos relativos al padrón municipal de conformi-
dad con lo previsto en el apartado anterior, no se requerirá el consenti-
miento de las personas empadronadas en el domicilio del solicitante.
6. La condición de víctima de violencia de género se acreditará por cualquiera 
de los medios establecidos en el artículo 23 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 
de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Gé-
nero. La condición de víctima de trata de seres humanos y de explotación se-
xual se acreditará a través de un informe emitido por los servicios públicos
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encargados de la atención integral a estas víctimas o por los servicios so-
ciales, así como por cualquier otro medio de acreditación que se determine 
reglamentariamente.
7. Los requisitos de ingresos y patrimonio establecidos en el presente real 
decreto-ley, para el acceso y mantenimiento de la prestación económica de 
ingreso mínimo vital, se realizará por la entidad gestora conforme a la infor-
mación que se recabe por medios telemáticos de la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria y en las Haciendas Tributarias Forales de Navarra y de 
los territorios históricos del País Vasco. A tales efectos, se tomará como re-
ferencia la información que conste en esas Haciendas Públicas respecto del 
ejercicio anterior a aquel en el que se realiza esa actividad de reconocimiento 
o control, o en su defecto, la información que conste más actualizada en di-
chas administraciones públicas. En su solicitud, cada interesado autorizará 
expresamente a la administración que tramita su solicitud para que recabe 
sus datos tributarios de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, de 
los órganos competentes de las comunidades autónomas, de la Hacienda Fo-
ral de Navarra o diputaciones forales del País Vasco y de la Dirección General 
del Catastro Inmobiliario, conforme al artículo 95.1.k) de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria o, en su caso, en la normativa fo-
ral aplicable. Lo dispuesto en el párrafo anterior se entiende sin perjuicio de 
la cesión de datos tributarios legalmente prevista con ocasión de la colabo-
ración en el descubrimiento de fraudes en la obtención y disfrute de presta-
ciones a la Seguridad Social de apartado 1.c) del citado artículo 95 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria o, en su caso, en la norma-
tiva foral aplicable. 
8. En ningún caso será exigible al solicitante la acreditación de hechos, datos 
o circunstancias que la Administración de la Seguridad Social deba conocer
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por sí misma, tales como la situación del beneficiario en relación con el sis-
tema de la Seguridad Social; o la percepción por los miembros de la unidad 
de convivencia de otra prestación económica que conste en el Registro de 
Prestaciones Sociales Públicas.»
Tres. Se modifica el artículo 25 que pasa a tener la siguiente redacción:
«Artículo 25. Tramitación.
1. Una vez recibida la solicitud de la prestación, el órgano competente, con 
carácter previo a la admisión de la misma, procederá a comprobar si los bene-
ficiarios que vivan solos o formando parte de una unidad de convivencia, en 
función de los datos declarados en la solicitud presentada, cumplen el requi-
sito de vulnerabilidad previsto en el artículo 7.1.b). Frente a la resolución de 
inadmisión, que deberá ser dictada en el plazo de 30 días, se podrá interpo-
ner reclamación administrativa previa en materia de prestaciones de Seguri-
dad Social, de acuerdo con lo establecido en el artículo 71 de la Ley 36/2011, 
de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, y cuyo objeto se limi-
tará a conocer sobre la causa de inadmisión. La admisión de la solicitud no 
obstará a su desestimación si, durante la instrucción del procedimiento, la 
entidad gestora efectuara nuevas comprobaciones que determinaran el in-
cumplimiento del requisito de vulnerabilidad previsto en el artículo 7.1.b).
2. Admitida a trámite la solicitud, procederá iniciar la instrucción del proce-
dimiento administrativo en orden a comprobar el cumplimiento de los requi-
sitos determinantes del reconocimiento de la prestación.
3. El Instituto Nacional de la Seguridad Social procederá a dictar resolu-
ción, y a notificar la misma a la persona solicitante, en el plazo máximo de 
seis meses desde la fecha de entrada en su registro de la solicitud. Transcu-
rrido dicho plazo sin que se hubiera notificado resolución expresa, se enten-
derá desestimada.
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dimiento administrativo en orden a comprobar el cumplimiento de los requi-
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timada. En el supuesto de personas sin domicilio empadronadas al amparo
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4. En el supuesto de que con posterioridad a la solicitud el interesado no hu-
biera aportado la documentación a que se hubiera obligado en la declaración 
responsable prevista en el artículo 24.2, con carácter previo a dictar resolu-
ción la entidad gestora le requerirá a tal efecto. En este caso, quedará suspen-
dido el procedimiento durante el plazo máximo de tres meses. Si transcurrido 
dicho plazo no hubiere presentado la documentación requerida, se producirá 
la caducidad del procedimiento.»
Cuatro. Se modifica el artículo 33, que pasa a tener la siguiente redacción: 
«Artículo 33. Obligaciones de las personas beneficiarias. 1. Las personas titu-
lares del ingreso mínimo vital estarán sujetas durante el tiempo de percepción 
de la prestación a las siguientes obligaciones: a) Proporcionar la documenta-
ción e información precisa en orden a la acreditación de los requisitos y la 
conservación de la prestación, así como para garantizar la recepción de notifi-
caciones y comunicaciones. b) Comunicar cualquier cambio o situación que 
pudiera dar lugar a la modificación, suspensión o extinción de la prestación, 
en el plazo de treinta días naturales desde que estos se produzcan. c) Comu-
nicar cualquier cambio de domicilio o de situación en el Padrón municipal 
que afecte personalmente a dichos titulares o a cualquier otro miembro que 
forme parte de la unidad de convivencia, en el plazo de treinta días naturales 
desde que se produzcan. d) Reintegrar el importe de las prestaciones indebi-
damente percibidas. e) Comunicar a la entidad gestora, con carácter previo, 
las salidas al extranjero, tanto del titular como de los miembros de la unidad 
de convivencia, por un período, continuado o no, superior a noventa días
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naturales durante cada año natural, así como, en su caso, justificar la ausen-
cia del territorio español de conformidad con lo previsto en el último párrafo 
del artículo 7.1.a). f ) Presentar anualmente declaración correspondiente al 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. g) Si no están trabajando y 
son personas mayores de edad o menores emancipadas, acreditar, dentro de 
los seis meses siguientes a la notificación de la resolución por la que se con-
cede la prestación, que figuran inscritas como demandantes de empleo, salvo 
en los siguientes supuestos:
1.º Estar cursando estudios reglados y ser menor de 28 años. En su caso, el 
plazo de seis meses para acreditar la inscripción como demandante de empleo 
se iniciará en la fecha en que el beneficiario cumpla 28 años edad. 2.º Tener 
suscrito el convenio especial regulado en el Real Decreto 615/2007, de 11 de 
mayo, por el que se regula la Seguridad Social de los cuidadores de las perso-
nas en situación de dependencia. 3.º Estar percibiendo una pensión contri-
butiva de incapacidad permanente en grado de absoluta o gran invalidez, una 
pensión de invalidez no contributiva o una pensión de jubilación contribu-
tiva o haber cumplido los 65 años de edad. 4.º Estar afectado por una disca-
pacidad en un grado igual o superior al 65 por ciento. 5.º Tener reconocida 
una situación de dependencia, conforme a lo dispuesto en la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia. La situación de demandante de em-
pleo quedará acreditada con el documento expedido al efecto por la admi-
nistración competente o mediante el acceso por parte de la entidad gestora a 
través de los medios electrónicos habilitados al efecto. h) En caso de compa-
tibilizar la prestación del ingreso mínimo vital con las rentas del trabajo o la 
actividad económica conforme con lo previsto en el artículo 8.4, cumplir las
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condiciones establecidas para el acceso y mantenimiento de dicha compati-
bilidad. i) Participar en las estrategias de inclusión que promueva el Minis-
terio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, previstas en el artículo 
28.1, en los términos que se establezcan. j) Cualquier otra obligación que 
pueda establecerse reglamentariamente. 2. Las personas integrantes de la uni-
dad de convivencia estarán obligadas a: a) Comunicar el fallecimiento del ti-
tular. b) Poner en conocimiento de la administración cualquier hecho que 
distorsione el fin de la prestación otorgada. c) Presentar anualmente declara-
ción correspondiente al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. d) 
Cumplir las obligaciones que el apartado anterior impone al titular y este, 
cualquiera que sea el motivo, no lleva a cabo. e) Si no están trabajando y son 
mayores de edad o menores emancipados, acreditar, dentro de los seis me-
ses siguientes a la notificación de la resolución por la que se concede la pres-
tación, que figuran inscritas como demandantes de empleo, con las mismas 
salvedades y modo de acreditación que las señaladas en el apartado anterior 
para las personas titulares. f ) En caso de compatibilizar la prestación del in-
greso mínimo vital con las rentas del trabajo o la actividad económica con-
forme con lo previsto en el artículo 8.4, cumplir las condiciones establecidas 
para el acceso y mantenimiento de dicha compatibilidad. g) Participar en 
las estrategias de inclusión que promueva el Ministerio de Inclusión, Segu-
ridad Social y Migraciones, previstas en el artículo 28.1, en los términos que 
se establezcan. h) Cumplir cualquier otra obligación que pueda establecerse 
reglamentariamente.»
Cinco. Se modifica la disposición transitoria primera, que pasa a tener la si-
guiente redacción: «Disposición transitoria primera. Prestaciones económi-
cas transitorias de ingreso mínimo vital hasta el 31 de diciembre de 2021.
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1. El Instituto Nacional de la Seguridad Social reconocerá durante 2020 la 
prestación transitoria de ingreso mínimo vital a los actuales beneficiarios de 
la asignación económica por hijo o menor a cargo del sistema de la Seguridad 
Social que, a fecha de entrada en vigor del presente real decreto-ley, reúnan 
los requisitos que se exponen en los apartados siguientes, siempre que el im-
porte de la prestación transitoria de ingreso mínimo vital sea igual o superior 
al importe de la asignación económica que viniera percibiendo. 2. Los requi-
sitos para percibir la prestación transitoria serán los siguientes: a) Ser benefi-
ciario de la asignación económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad 
o con discapacidad inferior al 33 por ciento. b) Formar parte de una unidad 
de convivencia constituida exclusivamente por el beneficiario de una asig-
nación económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad o con discapa-
cidad inferior al 33 por ciento, el otro progenitor en caso de convivencia, y 
los hijos o menores a cargo causantes de dicha asignación por hijo a cargo. c) 
Encontrarse la unidad de convivencia referida en el apartado anterior, en si-
tuación de vulnerabilidad económica por carecer de patrimonio, rentas o in-
gresos suficientes, en los términos establecidos en el artículo 8 del presente 
real decreto-ley. d) Que la asignación económica que se perciba, o la suma de 
todas ellas en el supuesto que sean varias las asignaciones, sea inferior al im-
porte de la prestación de ingreso mínimo vital. 3. El Instituto Nacional de 
la Seguridad Social reconocerá, asimismo, la prestación transitoria de ingreso 
mínimo vital, cuando concurran los siguientes requisitos: a) Ser beneficiario 
de la asignación económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad o con 
discapacidad inferior al 33 por ciento. b) Cuando el número total de convi-
vientes que consta en las bases de datos de población disponible que el Ins-
tituto Nacional de Estadística cede periódicamente a dicha Agencia Estatal
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de Administración Tributaria para fines de estudio y análisis, sea mayor que 
el número de integrantes de la unidad de convivencia prevista en el apartado 
2.b), a los exclusivos efectos de lo previsto en el presente apartado 3, la uni-
dad de convivencia estará constituida únicamente por el beneficiario de una 
asignación económica por hijo o menor a cargo sin discapacidad o con disca-
pacidad inferior al 33 por ciento, el otro progenitor en caso de convivencia, y 
los hijos o menores a cargo causantes de dicha asignación por hijo a cargo. c) 
Encontrarse la unidad de convivencia referida en el apartado anterior, en si-
tuación de vulnerabilidad económica por carecer de patrimonio, rentas o in-
gresos suficientes, en los términos establecidos en el artículo 8 del presente 
real decreto-ley. Siempre que, además, la suma de las rentas e ingresos del to-
tal de convivientes no supere la cuantía mensual de la renta garantizada que 
les correspondería en el caso de que de constituyeran una unidad de convi-
vencia, en los términos establecidos en el presente Real Decreto-ley. d) Que 
la asignación económica por hijo o menor a cargo del sistema de la Seguridad 
Social que se perciba, o la suma de todas ellas en el supuesto que sean varias 
las asignaciones, sea inferior al importe de la prestación transitoria establecida 
en este apartado. 4. A los exclusivos efectos de la comprobación del cumpli-
miento de lo previsto en la letra b) del apartado 2 y en la letra b) y segundo 
párrafo de la c) del apartado 3, la Agencia Estatal de Administración Tributa-
ria, previa autorización del Instituto Nacional de Estadística, cederá, sin con-
sentimiento de los interesados, la información relativa a la agrupación de las 
personas en los hogares que consta en las bases de datos de población dispo-
nible que el Instituto Nacional de Estadística cede periódicamente a dicha 
Agencia Estatal de Administración Tributaria para fines de estudio y análisis. 
Dicha información solo será utilizada por la Secretaría General de Objetivos
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y Políticas de Inclusión y Previsión Social del Ministerio de Inclusión, Segu-
ridad Social y Migraciones, para realizar las actuaciones necesarias que per-
mitan determinar los beneficiarios con derecho a prestaciones de ingreso 
mínimo vital en los términos establecidos en esta disposición transitoria. 5. 
A los exclusivos efectos de la comprobación del cumplimiento de lo estable-
cido en los apartados 2.c) y 3.c) el Instituto Nacional de la Seguridad Social 
solicitará a la Agencia Estatal de Administración Tributaria y esta le remitirá 
la información estrictamente necesaria relativa a ingresos y patrimonio de las 
unidades de convivencia previstas en los apartados 2.b) y 3.b), que permitan 
determinar los beneficiarios con derecho a prestaciones de ingreso mínimo 
vital en los términos establecidos en esta disposición transitoria. Dicha infor-
mación solo será utilizada para la finalidad indicada y el procedimiento de 
intercambio de información entre la Agencia Estatal de Administración Tri-
butaria y el Instituto Nacional de la Seguridad Social sin necesidad de recabar 
el consentimiento de los interesados. 6. En los supuestos en que las unidades 
de convivencia descritas en los apartados 2.b) y 3.b) tuvieran su domicilio en 
la Comunidad Foral de Navarra o la del País Vasco, la referencia a la Agen-
cia Estatal de Administración Tributaria realizada en el párrafo anterior se 
entenderá referida a las Haciendas Tributarias Forales de Navarra y de los te-
rritorios históricos del País Vasco, respectivamente. En estos supuestos, el re-
conocimiento de las prestaciones quedará supeditada a la remisión, por parte 
de las Haciendas Tributarias forales correspondientes, de la información ne-
cesaria para poder llevarlo a cabo. 7. Las prestaciones transitorias de ingreso 
mínimo vital serán incompatibles con la asignación económica por hijo o 
menor a cargo sin discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por ciento, 
quedando esta suspendida durante la vigencia de aquellas. 8. El Instituto
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Nacional de la Seguridad Social notificará a los beneficiarios que cumplan 
los requisitos exigidos en los apartados 2 y 3 de esta disposición transitoria 
la resolución en la que se reconozca el derecho a la prestación transitoria co-
rrespondiente, y el derecho de opción entre el percibo de esta prestación y la 
asignación económica por hijo o menor a cargo que viniera percibiendo. 9. 
En el plazo de treinta días naturales a contar desde la notificación de la reso-
lución de la prestación transitoria correspondiente, el interesado podrá ejer-
citar su derecho de opción por seguir manteniendo la asignación económica 
por hijo o menor a cargo. Dicha opción surtirá efectos desde la fecha de efec-
tos económicos de la prestación transitoria correspondiente, procediéndose, 
en su caso, a la correspondiente regularización económica. En el supuesto de 
que no se ejercite el derecho de opción dentro del plazo señalado se enten-
derá que opta por percibir la prestación transitoria que corresponda. 10. Si, 
una vez reconocido el derecho a la prestación transitoria, la unidad de convi-
vencia se modificara, se aplicará lo previsto en el presente real decreto-ley, en 
cuanto a la obligación de comunicación, cumplimiento de requisitos, y revi-
sión de la prestación. En cualquier caso, la cuantía de la prestación transitoria 
se actualizará con efectos del día 1 de enero de 2021, tomando como refe-
rencia los ingresos anuales computables del ejercicio anterior. Cuando la va-
riación de los ingresos anuales computables del ejercicio anterior motivara la 
extinción de la prestación, esta surtirá igualmente efectos a partir del día 1 de 
enero del año siguiente a aquel al que correspondan dichos ingresos. En otro 
caso, se reanudará el percibo de la asignación económica por hijo o menor a 
cargo, siempre que se mantengan los requisitos para ser beneficiario de esta 
prestación. El derecho a la prestación transitoria se extinguirá a partir de la fe-
cha de la resolución de la solicitud de la prestación de ingreso mínimo vital o,
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en su caso, en la fecha de sus efectos económicos si esta fuera posterior. En 
el supuesto de que la fecha de efectos económicos fuera anterior y la cuan-
tía de la prestación de ingreso mínimo vital fuera superior a la de la presta-
ción transitoria se procederá, en su caso, a la correspondiente regularización. 
11. A partir del 1 de enero de 2022 la prestación transitoria devendrá en la 
prestación de ingreso mínimo vital, siempre que se reúnan los requisitos es-
tablecidos en el presente real decreto-ley y el interesado aporte antes del 31 
de diciembre de 2021 la documentación que a tal efecto le sea requerida por 
el Instituto Nacional de la Seguridad Social. Para la determinación de la si-
tuación de vulnerabilidad se tendrá en cuenta el patrimonio, renta e ingresos 
de todos los miembros que integran la unidad de convivencia configurada en 
los términos previstos en el artículo 6 de esta norma. En otro caso, se reanu-
dará el percibo de la asignación económica por hijo o menor a cargo, siem-
pre que se mantengan los requisitos para ser beneficiario de esta prestación. 
12. Los beneficiarios de la asignación económica por hijo o menor a cargo, 
del sistema de la Seguridad Social, a los que no les hubiera sido notificada la 
resolución de reconocimiento de ninguna de las prestaciones transitorias, y 
cumplieran los requisitos previstos en el apartado 2 o 3 de esta disposición 
transitoria, podrán solicitar su reconocimiento ante el Instituto Nacional de 
la Seguridad Social. La prestación se reconocerá, en su caso, con efectos desde 
la fecha de entrada en vigor del presente real decreto-ley, siempre que se pre-
sente hasta el 31 de diciembre de 2020. En otro caso, los efectos económi-
cos serán del día primero del mes siguiente a la presentación de la solicitud. 
13. Asimismo, el Instituto Nacional de la Seguridad Social podrá, hasta el 
31 de diciembre de 2020, reconocer la prestación de ingreso mínimo vital a 
aquellas personas beneficiarias de alguna de las distintas rentas de inserción o
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básicas establecidas por las comunidades autónomas. Para ello, las comuni-
dades autónomas, si han obtenido la conformidad para la remisión de los da-
tos de sus beneficiarios al Instituto Nacional de la Seguridad Social a efectos 
del reconocimiento de la prestación, comunicaran al referido Instituto, a tra-
vés de los protocolos telemáticos de intercambio de información habilitados 
al efecto, los datos necesarios para la identificación de los potenciales bene-
ficiarios, que deberá incluir un certificado emitido por la correspondiente 
comunidad autónoma acreditativo de la constitución de una unidad de con-
vivencia conforme establece el artículo 6 y del cumplimiento de los requisitos 
a que se refieren los artículos 4, 5 y el artículo 7 del presente real decre-
to-ley; así como de que se encuentran en su poder toda la documentación 
que pruebe el cumplimiento de dichos requisitos, a excepción de la vulne-
rabilidad económica a la que se refiere el artículo 8 del presente real decre-
to-ley, que será analizada por el Instituto Nacional de la Seguridad Social. 
Este certificado será suficiente para que dicha entidad gestora considere cum-
plidos dichos requisitos, sin perjuicio de la obligación de las Comunidades 
Autónomas de remitir al referido Instituto toda la documentación en el plazo 
máximo de seis meses a contar desde el 1 de enero de 2021 o cuando la so-
licite para la resolución de cualquier reclamación. En el supuesto de que se 
emitiese un certificado conformando la documentación y se reconociese una 
prestación que, posteriormente, fuera declarada indebida y no fuese posible 
recuperar el importe abonado, los perjuicios ocasionados serán a cargo de 
la comunidad autónoma certificadora. Los expedientes resueltos por el Ins-
tituto Nacional de la Seguridad Social se comunicarán a las comunidades 
autónomas a través de los protocolos informáticos establecidos. 14. Para la 
aplicación de esta disposición se podrán comenzar a realizar las operaciones
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técnicas necesarias para la puesta en marcha de la prestación desde el 29 de 
mayo de 2020 de conformidad con lo previsto en el artículo 11.1 del pre-
sente real decreto-ley.»
Seis. Se modifica la disposición transitoria segunda, que pasa a tener la si-
guiente redacción:
«Disposición  transitoria  segunda. Presentación de solicitudes. Las solicitu-
des de acceso a la prestación económica podrán presentarse a partir del día 
15 de junio de 2020. Si la solicitud se presenta antes del 1 de enero de 2021, 
los efectos económicos se retrotraerán al día 1 de junio de 2020 siempre que, 
en esta fecha, se acrediten todos los requisitos para su acceso. En caso de no 
cumplir los requisitos en la referida fecha los efectos económicos se fijarán el 
día primero del mes siguiente a aquel en que se cumplan los requisitos. Si la 
solicitud se presenta después del 31 de diciembre de 2020, los efectos econó-
micos se fijarán el día primero del mes siguiente a la presentación de la so-
licitud, de conformidad con lo previsto en el artículo 11.1 del presente real 
decreto ley.»

técnicas necesarias para la puesta en marcha de la prestación desde el 29 de 
mayo de 2020 de conformidad con lo previsto en el artículo 11.1 del pre-
sente real decreto-ley.»
Seis. Se modifica la disposición transitoria segunda, que pasa a tener la si-
guiente redacción:
«Disposición  transitoria  segunda. Presentación de solicitudes. Las solicitu-
des de acceso a la prestación económica podrán presentarse a partir del día 
15 de junio de 2020. Si la solicitud se presenta antes del 1 de enero de 2021, 
los efectos económicos se retrotraerán al día 1 de junio de 2020 siempre que, 
en esta fecha, se acrediten todos los requisitos para su acceso. En caso de no 
cumplir los requisitos en la referida fecha los efectos económicos se fijarán el 
día primero del mes siguiente a aquel en que se cumplan los requisitos. Si la 
solicitud se presenta después del 31 de diciembre de 2020, los efectos econó-
micos se fijarán el día primero del mes siguiente a la presentación de la so-
licitud, de conformidad con lo previsto en el artículo 11.1 del presente real 
decreto ley.»

Disposición final duodécima. Modificación del Real Decreto-ley 
25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para apoyar la reactivación 
económica y el empleo.

Sin modificaciones.

Disposición final decimotercera. Título competencial. Sin modificaciones.

Disposición final decimocuarta. Entrada en vigor.
1.El presente real decreto-ley entrará en vigor a los 20 días de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado», sin perjuicio de lo establecido en su dispo-
sición adicional séptima.

Disposición final decimocuarta. Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado», excepto el apartado dos de la disposición final primera, 
que modifica el artículo 40 del texto refundido de la Ley sobre Infracciones
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2. No obstante, las disposiciones adicionales tercera, cuarta, quinta y sexta, 
la disposición transitoria cuarta, así como las disposiciones finales cuarta, 
quinta, octava, novena, décima, undécima y duodécima entrarán en vigor el 
mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

y Sanciones en el Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 
5/2000, de 4 de agosto, que entrará en vigor el 1 de octubre de 2021.


